
Declaración Política de Vamos por la Paz

Las organizaciones sociales francesas y colombianas miembros de Vamos por la Paz,
Ensemble pour la Paix1, reunidas en Bogotá D.C. durante los días 24, 25 y 26 de abril en
asamblea general, expresan su compromiso conjunto por la defensa de la paz, los derechos
humanos y ambientales, así como por la protección de los territorios y la erradicación de todas
las formas de violencia y discriminación.

Reafirmamos que la paz con justicia social es esencial para salvaguardar la vida, fortalecer la
democracia y garantizar el pleno ejercicio de los derechos humanos y ambientales. Aspiramos
a una sociedad justa y equitativa, respetuosa de la naturaleza y comprometida con la verdad, la
justicia y la reparación para todas las víctimas del conflicto. Reconocemos la importancia del
diálogo y la negociación política con los actores armados, siempre y cuando se garanticen los
derechos de las comunidades y se promueva la participación activa de todos los sectores
sociales, en especial de las mujeres y los pueblos étnicos.

Reconocemos los avances logrados en la búsqueda de la paz, como el Cese Bilateral Temporal
y la creación del Comité Nacional de Participación con el ELN que busca la vinculación de los
territorios, las mujeres y los pueblos étnicos a estos procesos. Sin embargo, aún enfrentamos
desafíos significativos, como la concreción de las mesas de diálogo con los distintos actores
armados, la concreción de acuerdos y medidas humanitarias.

Nos preocupa profundamente la situación en los territorios, donde persisten graves violaciones
de derechos humanos, así como los conflictos socioambientales. A los grupos armados
ilegales les demandamos el pleno acatamiento del Derecho Internacional Humanitario,

1 Vamos por la paz es un proyecto impulsado desde el año 2017 por una red de 20 organizaciones de la sociedad civil: 12 colombianas y 8 francesas, con el apoyo de la
Agencia Francesa del Desarrollo. Tiene como objetivo apoyar los diálogos de construcción de paz entre la sociedad civil, las autoridades públicas y las iniciativas locales de paz
en tres zonas rurales : el Bajo Atrato chocoano, el norte del Cauca y sur del Valle del Cauca, y el litoral pacífico del Cauca. Las organizaciones miembros del proyecto son, en
Colombia : Centro de Investigación y Educación Popular – Programa por la Paz - CINEP-PPP; Corporación de Investigación y Acción Social y Económica - CIASE; Coalición
Colombiana por el Derecho a la Educación - CCDE; Comisión Intereclesial de Justicia y Paz - CIJP; Instituto Latinoamericano para una Sociedad y un Derecho Alternativos - ILSA;
Amigos de la UNESCO; Enfances 2/32 Francia Colombia; Pastoral Social de Guapi; Secretariado Nacional de Pastoral Social SNPS - Caritas Colombia; Asociación para la
Promoción Alternativa - MINGA; Taller abierto y Vamos Mujer. En Francia, los miembros del Réseau France Colombie Solidarités (RFCS); Acción de los Cristianos para la
Abolición de la Tortura - ACAT; Agir Ensemble pour les Droits Humains - AEDH; Comité Católico contra el Hambre y por el Desarrollo - CCFD - Terre Solidaire; Ecole de la Paix;
France Amérique Latine; Travailler Ensemble Jeunes et Engagés - TEJE; Peace Brigades International PBI - France; Secours Catholique - Caritas Francia - SCCF.



incluyendo el cese de desplazamientos forzados, confinamientos, y agresiones a líderes
sociales, así como el reclutamiento de niñas y niños. La voluntad de paz se ve socavada cuando
estas acciones afectan a nuestras comunidades y al medio ambiente.

Demandamos al gobierno nacional, gobiernos regionales y locales y a toda la institucionalidad,
garantizar el derecho fundamental a la paz como mandato constitucional, a través del diseño e
implementación de políticas públicas con presupuestos adecuados para garantizar derechos
humanos, sociales, educación étnico-territorial y protección de líderes sociales y ambientales y
transitar hacia la seguridad humana. Es crucial mantener el diálogo como vía para construir
acuerdos humanitarios y de paz, involucrando a las comunidades como protagonistas, y evitar
respuestas militares que ponen en riesgo a la población civil.

Al Estado le exigimos la implementación efectiva de medidas de reparación a las víctimas del
conflicto, avanzar en la implementación del Acuerdo de Paz con enfoque de género y étnico, y
fortalecer los programas de seguridad alimentaria. Es necesario garantizar la participación de
los liderazgos sociales, comunitarios y ambientales, así como el diálogo con las víctimas en la
construcción de proyectos de desarrollo.

Instamos a la sociedad civil y a la comunidad internacional a mantener su apoyo y solidaridad
con las comunidades afectadas por el conflicto, así como a seguir vigilantes frente a las
acciones de los actores armados y las empresas privadas contra comunidades afros,
campesinas e indígenas. Asimismo, hacemos un llamado a los países garantes y a los
organismos internacionales a continuar respaldando los esfuerzos por la paz y a garantizar la
protección de las víctimas y los firmantes del Acuerdo.

Con esta declaración, reafirmamos nuestro compromiso con la construcción de la paz desde
las comunidades y nos comprometemos a seguir trabajando junto a ellas hasta alcanzar
verdaderas transformaciones sociales y económicas que garanticen una vida digna.


